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Bogotá, D.C., 12 de noviembre de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D. 


Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 14 de la Ley 1306 de 2009, “Por la cual se dictan normas para la protección de personas con discapacidad mental y se establece el régimen de la representación legal de incapaces emancipados”
Demandantes: André Daniel Nuñez Donado y otro
Magistrado Ponente: GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO
Expediente D-9899
Concepto 5675
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de su ciudadanía, presentaron los ciudadanos André Daniel Núñez Donado y Héctor Gabriel Espinosa Parra contra el artículo 14 de la Ley 1306 de 2009, cuyo texto, con lo demandado en negrillas y subrayado, es el siguiente:
“LEY 1306 DE 2009

(junio 5)

Diario Oficial No. 47.371 de 5 de junio de 2009

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por la cual se dictan normas para la Protección de Personas con Discapacidad Mental y se establece el Régimen de la Representación Legal de Incapaces Emancipados.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:
(…)

ARTÍCULO 14. ACCIONES POPULARES Y DE TUTELA. Toda persona está facultada para solicitar directamente o por intermedio de los Defensores de Familia o del Ministerio Público, cualquier medida judicial tendiente a favorecer la condición personal del que sufre discapacidad mental.

La Acción de Tutela tiene cabida cuando se trate de defender los derechos fundamentales de la persona con discapacidad, pero los jueces tomarán sus decisiones luego de haber escuchado a los peritos de la entidad designada por el Gobierno Nacional de conformidad con lo dispuesto en artículo 16 de la presente ley o a un profesional médico cuando estos no existan en el lugar.”
1. Planteamientos de la demanda
Los demandantes proponen que las normas acusadas vulneran los artículos 86, 13, 29 y 229 de la Constitución Política, así como artículos 8 y 10 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, como normas integrantes del bloque de constitucionalidad. 
Según los demandantes la norma acusada violenta la Constitución porque genera cargas y desigualdades injustificadas para la población discapacitada mental que tornan la acción de tutela en un mecanismo menos eficaz para ellos. Según la demanda, el aparte acusado:
i) Impone a los discapacitados mentales una condición desproporcionada para el acceso a la administración de justicia pues los obliga a someterse a un peritaje médico en sus acciones de tutela, en detrimento de su calidad de sujetos de especial protección constitucional; impide a la población discapacitada ser escuchada en libertad probatoria; y condiciona al juez a un criterio extrajurídico, con los posibles errores médicos que pueden derivarse de tal situación. 

ii) Vulnera el derecho a la igualdad de las personas discapacitadas porque les impone un tratamiento procesal más gravoso en relación con las personas no discapacitadas mentalmente y porque el aparte acusado confiere tratamiento igual a la gran multiplicidad de discapacidades mentales, desconociendo las diferencias existentes entre cada una de ellas.
iii) Vulnera el debido proceso, pues las acciones de tutela poseen un procedimiento sumario fundado en la libertad probatoria, resultando inconstitucional restringir probatoriamente el mecanismo.
Por todo lo anterior, solicitan la inconstitucionalidad del aparte acusado.

2. Problema jurídico
En el presente asunto corresponde determinar si el establecimiento legal de la necesidad de escuchar un peritaje médico para la adopción de las decisiones de tutela, relativas a la población discapacitada, impone cargas desproporcionadas al referido grupo, o si le resta eficacia a sus acciones de tutela, violando las garantías fundamentales al acceso a la administración de justicia, a la igualdad y al debido proceso.
3. Análisis jurídico
Para resolver el problema jurídico planteado esta Vista Fiscal desarrollará tres puntos: i) el alcance de la norma demandada de cara al derecho fundamental al acceso a la administración de justicia; ii) el alcance del debido proceso y el aspecto probatorio en las acciones de tutela; y iii) el presunto trato desigual que implica la necesidad de escuchar un peritaje médico en el procedimiento de tutela para los discapacitados mentales.
3.1. El derecho fundamental al acceso a la administración de justicia y la peritación médica exigida en la norma acusada
En forma reiterada la Corte Constitucional ha definido que el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia consiste en aquella garantía del ciudadano por la cual no solo se le faculta para acudir al aparato de justicia, sino que le posibilita además lograr un pronunciamiento efectivo que haga valer los derechos y obligaciones, garantizando la igualdad entre las partes, un adecuado debate probatorio
 y dentro de unos términos procesales razonables.
 En otras palabras, el contenido del referido derecho fundamental supera con creces la mera capacidad de accionar jurisdiccionalmente, e implica la consecución de una verdadera justicia material.
Desde lo anterior, el problema  jurídico formulado adquiere dos orientaciones diversas: por un lado, si el referido peritaje impide acudir a la instancia jurisdiccional y, de otro lado, si aquella prueba permite o no una adecuada consecución de justicia material.
3.1.1. La peritación médica exigida en el artículo 14 de la Ley 1306 de 2009 y el acceso al aparato de administración de justicia

Para el Ministerio Público es claro que la norma demandada no logra impedir el acto de accionar el aparato jurisdiccional, pues en ninguna parte del texto acusado se ha establecido que la peritación médica funja como un requisito previo a la tutela o para la admisibilidad de la acción. Al contrario, vista la norma, se lee claramente que la prueba médica es necesaria para la decisión de la tutela. Por lo anterior, no se hace ni siquiera necesario estudiar si para las personas discapacitadas mentales existe una eventual restricción al componente de mero acceso del derecho referido.
3.1.2. La peritación médica exigida en el artículo 14 de la ley 1306 de 2009 y el acceso a la justicia material

Superado lo anterior, debe considerarse si la referida prueba restringe el derecho fundamental desde el aspecto de la justicia material. Para resolverlo ha de considerarse si la peritación en comento constituye una prueba innecesaria, que hace gravoso el procedimiento de tutela y que no conduce a elementos que coadyuven en forma especial a la justicia material; o si, por el contrario, el referido medio convictivo maximiza el derecho de acceso a la administración de justicia, a pesar de parecer una carga para el discapacitado mental, por permitir al juez de tutela conocer en forma precisa la realidad que decide y, en consecuencia, proveerle elementos para decidir materialmente mejor. 
Para el Ministerio Público la exigencia de una pericia médica en un proceso de tutela relativo a un discapacitado mental, en lugar de coartar su derecho a la administración de justicia, lo maximiza, porque permite lograr varios objetivos iusconstitucionalmente relevantes como son permitir al juez de tutela conocer médicamente la situación de la persona involucrada en la acción, la posible pertinencia de las órdenes que deberían adoptarse, o inclusive coadyuva a descubrir si la acción de tutela está siendo utilizada en forma abusiva por los representantes oficiosos o legales del discapacitado.

En general, un parte médico es una prueba que permite un alto grado de acercamiento a la verdad real, en aspectos que prima facie son desconocidos por el juez. Si se ha partido de la premisa que el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia no es un asunto meramente formal (la posibilidad de acceder a un fallo), sino que conlleva la necesidad de arribar a un pronunciamiento materialmente justo, las medidas que permitan conocer la realidad más cercanamente poseen un alto grado de pertinencia constitucional. 
Inclusive, la necesariedad de la prueba cuestionada se realza al considerar que la naturaleza sumaria de la acción de tutela no es óbice para que en algunas ocasiones un amparo pueda denegarse por falta de pruebas, incluso en temas tan sensibles como la agencia oficiosa del cobro de una pensión. En Sentencia T-416 de 2008, M.P. Clara Inés Vargas, dijo la Corporación:

Ahora bien, la señora Martha Lucía Fernández manifestó que se dirigió a FOPEP, y de manera verbal solicitó el pago de la mesada pensional de su padre, poniendo de presente su delicado estado de salud, lo cual no fue controvertido por el consorcio demandado.  De todos modos, según sus declaraciones, se concluye que en dicho momento no le allegó una prueba siquiera sumaria que permitiere acreditar que dado el delicado estado de salud de su padre, éste se encontrare  imposibilitado para dirigirse directamente u otorgar una autorización especial con el fin de cobrar la correspondiente mesada pensional.  Así las cosas, no podría endilgar una conducta reprochable a FOPEP, por negarse al pago de la mesada pensional del señor Fernández a la agenciada
.
Considerando lo anterior, el establecimiento de una prueba médica que permita al juez acercarse a la realidad que falla, se constituye en una auténtica medida de prudencia, una medida de protección para la población discapacitada, una garantía que pretende evitar precisamente que un juez deba denegar un amparo necesario, que se eviten órdenes innecesarias o inclusive perjudiciales para los derechos del discapacitado mental. 

De otro lado, el Ministerio Público estima que los demandantes han errado en la interpretación de la norma efectuada, pues al parecer creen que la referida peritación se constituye en un medio convictivo ad substantiam actus o en una prueba ad probationem, para demostrar la capacidad mental del discapacitado, es decir, que la realización de la prueba lleva consigo el establecimiento de una tarifa legal para su valoración final y que responde a un solo fin procesal. Nada más alejado de la realidad, pues al observar la norma se advierte que el deber del juez es escuchar la pericia, aspecto tan amplio que no circunscribe el objeto o telos de la misma, y que no condiciona su valor probatorio, en el entendido que no puede ser tenida como la única apta o infalible para arribar al convencimiento de las circunstancias materiales del caso concreto. Como el legislador no condicionó una tarifa legal férrea ni un objeto único de la prueba, se estima que la medida funge como un medio necesario de acercamiento del juez a la realidad mediante un elemento técnicamente idóneo, lo cual a la postre es una auténtica medida de protección del discapacitado mental. 

Aunque no se puede desconocer que en toda prueba hay posibilidad de errores, tal circunstancia ineludible de la vida no es suficiente para considerar que el establecimiento de la pericia en comento es inconstitucional, pues en abstracto, los referidos errores pueden estar presentes en todo tipo de pruebas, inclusive en las presentadas por las partes; sin embargo tal realidad no es fundamento para que las pruebas sean excluidas de los procedimientos judiciales, sino que al contrario, aún conociendo dicha eventualidad, la presencia de pruebas suficientes es un bien porque mejora el acercamiento del fallador a la verdad real.
Finalmente, en lo tocante a lo odioso que pueda resultar la hechura de la peritación, como elemento que impida el acceso a la administración de justicia, esta Vista Fiscal estima que dicha antipatía es solo aparente, pues las cargas para el ejercicio de los derechos solo son inconstitucionales cuando resultan irrazonables o inconducentes para arribar a la consecución de bienes mayores, lo cual no ocurre en este caso tal y como ya se ha explicado. Como la prueba acusada permite un acercamiento técnico a aspectos relevantísimos y desconocidos por el juez, ha de estimarse que su práctica protege al discapacitado, aunque le implique una diligencia procesal adicional. Aspecto diverso será considerar, en cada caso concreto, si la referida pericia vulnera derechos fundamentales, evento en el cual el juez de amparo del caso podrá adoptar las decisiones pertinentes, como su inaplicación por inconstitucional.
En conclusión, la exigencia que efectúa el Legislador de contar con una prueba importantísima, como lo es un parte médico, pero sin condicionar su valoración final, resulta ser una auténtica medida de protección para el discapacitado y, en ninguna medida, un menoscabo de sus derechos. No se puede perder de vista que el juez no es médico, y la concurrencia interdisciplinaria en el trámite de la tutela puede ser determinante para establecer si la acción fue interpuesta realmente para proteger un discapacitado; o si en caso de haberla interpuesto personalmente entiende el acto que realiza; o bien, para sopesar la viabilidad médica de las medidas solicitadas; e inclusive, para el descubrimiento de posibles acciones incoadas en razón de la representación legal o de la agencia oficiosa y, que puedan implicar pretensiones inconvenientes de cara a la titularidad de los derechos fundamentales del discapacitado en atención a las circunstancias médicas particulares del caso.
3.2. El derecho fundamental al debido proceso en las acciones de tutela y la necesidad de oír un peritaje médico

Si bien es cierto que en el punto relativo al debido proceso la demanda presentada resulta casi insuficiente, esta Vista Fiscal interpreta que el cargo formulado se refiere a dos aspectos: que el Legislador estableció una única prueba válida para probar la condición del discapacitado mental y que la necesidad de una prueba predeterminada, en la acción de tutela, vulnera su carácter sumario. Como esta Vista Fiscal ya se pronunció sobre el primer asunto, se circunscribirá sólo al segundo.

El artículo 29 de la Constitución Política de Colombia señala en sus dos primeros incisos lo siguiente:
“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio”.
Por lo anterior, es evidente que el debido proceso es un derecho fundamental y un principio constitucional que se aplica a las acciones de tutela. Sin embargo, para lograr su concreción en el trámite de amparo, debe acudirse al artículo 86 como norma que establece los ingredientes del núcleo esencial del debido proceso para las referidas acciones. Reza la norma:
“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario” (subrayado por fuera del original).
Conforme a lo anterior puede concluirse que el debido proceso para las acciones de tutela contiene al menos dos ingredientes fundamentales en su núcleo esencial, como lo son la preferencia procesal y la sumariedad del trámite. 

Cuando la Corte Constitucional ha definido la naturaleza sumaria de la acción de tutela, ha dicho que consiste en ser un trámite “simplificado, breve, donde no es posible la admisión de todos los incidentes y recursos que sí lo serían en un proceso civil o en un proceso contencioso administrativo”
.
No obstante ello, la Corte ha reconocido que la sumariedad no es sinónimo de ausencia absoluta de presupuestos procesales para lograr el amparo de los derechos fundamentales. Por ejemplo, en auto 024 de 2012, con M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, señaló la Corporación que dicha característica no se contradecía con el instituto procesal de la integración adecuada del contradictorio
. En el mismo sentido, puede encontrarse que la sumariedad del trámite de tutela no puede ser entendida como una ausencia de rigorismo probatorio para acercarse a la verdad real. Por el contrario, es posible encontrar providencias de la Corte Constitucional donde se ha denegado el amparo constitucional por falta de pruebas
, o donde la Corte exhorta a los jueces constitucionales a desplegar una labor probatoria suficientemente rigurosa, inclusive haciendo uso de sus facultades de oficio:
“En tal sentido ha afirmado esta Corporación que es indispensable que el juez a cuyo cargo se encuentra la definición sobre la demanda de tutela decrete y practique las pruebas pertinentes para establecer la dimensión del daño o de la amenaza que sufre el demandante en sus derechos fundamentales. Si la verificación judicial muestra que, en efecto, hay una circunstancia cierta de violación o de peligro para los derechos fundamentales de una persona, habrá de verse si, según las circunstancias particulares, se configura la posibilidad de un perjuicio irremediable o de la inexistencia de  otros medios de defensa judicial para efectos de decidir sobre lo pedido por el demandante. No obstante, cuando ocurre lo contrario y pese a la diligente actividad probatoria del juez no se establece en un grado mínimo la veracidad de lo invocado como fundamento fáctico, será imposible hacer el ejercicio anteriormente enunciado y la acción de tutela no estará llamada a la prosperidad. Es menester señalar entonces que la amenaza o vulneración, siquiera presuntas (pues la realidad de éstas será lo que concluirá el juez luego de estudiar el caso concreto) son aspectos sobre los que en grado siquiera mínimo debe establecerse la veracidad. El mismo razonamiento debe existir en relación con otro de los elementos que el mismo artículo 86 de la Carta señala como consustanciales a la acción; eso es, que exista una omisión o una actuación  por parte de la autoridad demandada.  Así pues, puede afirmarse que la demostración, aunque sea parcial, de 1) la acción o la omisión de la autoridad demandada y 2) la existencia de una amenaza o violación de un derecho que sea atribuible a dicha autoridad, son presupuestos lógicos para el estudio que haga el juez de una demanda de tutela”
 (Subrayados por fuera del original).
Desde tal panorama, la necesidad de pruebas idóneas, pertinentes y suficientes es un requisito necesario en la acción de tutela, y por ende, no puede ser contrario a la sumariedad procesal de la referida acción. Es más, la Corte Constitucional ha manifestado que “El procedimiento preferente y sumario al que da lugar el ejercicio de la acción de tutela, requiere de suma prudencia en la conformación del convencimiento del juez constitucional, y de mesura por parte de éste al expedir órdenes de inmediato cumplimiento”
 (subrayado por fuera del original).
Así las cosas, no es posible considerar como una contravención a la  naturaleza sumaria de la tutela, la adopción de medidas tendientes a la prudencia jurídica y que permitan al juez constitucional el conocimiento real de la situación que define en el juicio de amparo.

Sin embargo, y como ya se refirió anteriormente, cosa distinta será considerar, para cada caso concreto, si la referida prueba puede convertirse en un factor de denegación de justicia, pues tal consideración sólo puede ser desplegada por cada juez en concreto, quien deberá adoptar las medidas necesarias para armonizar los derechos fundamentales en cada evento.

3.3. La peritación médica exigida y el trato desigual

En atención al cargo de igualdad, plantean los actores que la norma acusada implica una doble discriminación. Por un lado, estiman que es violatorio de la igualdad que a los discapacitados mentales se les exija someterse en las tutelas que presenten a una pericia médica y, en cambio, los no discapacitados mentales puedan presentar acciones sin dicho requisito adicional. De otro lado, señalan que es discriminatorio que el legislador prescriba un tratamiento igual para todos los discapacitados mentales, omitiendo la amplia gama de variedades de discapacidades mentales. Conforme a lo anterior, el Ministerio Público encuentra que los demandantes han formulado dos juicios de igualdad diferentes, los cuales pasará a resolver.
El derecho a la igualdad consagrado en la Constitución de 1991 no es uno de naturaleza meramente formal, sino que, por el contrario, su naturaleza es principalmente material. Conforme a esto, la Constitución no predica una igualdad igual¸ sino que prescribe una igualdad que puede implicar tratos desiguales cuando las circunstancias particulares así lo ameritan. Por ello los incisos 2 y 3 del artículo 13 de la Constitución, rezan:

“El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”.  
Conforme a lo anterior, el juicio de igualdad no tiene por finalidad averiguar si a dos sujetos o grupos se les confiere un tratamiento fáctica o jurídicamente desigual, sino en determinar si tal diferenciación carece de una razón suficiente, pues en caso de encontrarse que los sujetos comparados poseen características relevantemente diferentes no será posible predicar la necesidad de un trato igual, e inclusive, deberá prescribirse un trato diferente o hasta contrario.

En el primer juicio de igualdad propuesto, los actores plantean que se compare la diferencia de trato entre los discapacitados mentales y las personas no discapacitadas, de cara a la necesidad de una prueba médica en las acciones de tutela, pues estiman que la condición de los discapacitados mentales es más gravosa a pesar de tener el estatus jurídico de sujetos de especial protección constitucional.
Para el ordenamiento constitucional de 1991 los discapacitados mentales no solo son sujetos con plenos derechos fundamentales, sino que además gozan de una especial protección constitucional, precisamente en atención a su condición médica. Así las cosas, tal población debe gozar de un régimen jurídico especial de protección, afincado en la necesidad de protegerlos en medio de su debilidad.

Para el Ministerio Público no existe un tratamiento discriminatorio en la medida acusada, pues al comparar la diferencia de tratos entre la población discapacitada mental y el resto de las personas, se encuentra que la misma acaece como una concreción a la necesidad de proteger a la población discapacitada, precisamente en orden a su condición médica.  Por ello, a pesar de la aparente odiosidad de la medida, esta implica una regulación legítima para la protección de derechos fundamentales con el fin de evitar injusticias nacidas en la falta de conocimiento de la realidad médica por parte del juez que falla las tutelas de tal grupo social.

En atención al segundo juicio de igualdad propuesto, el Ministerio Público estima que tampoco hay lugar a predicar la existencia de un tratamiento discriminatorio. Precisamente en atención a lo manifestado por los actores, esto es, que existe una gran variedad de discapacidades mentales, resulta ser que la prueba prevista por el Legislador se torna especialmente relevante para garantizar el derecho a la igualdad. Teniendo en cuenta que el juez constitucional no es perito galeno, se hace necesario conferirle los elementos fácticos indispensables para que pueda realizar las distinciones médicas necesarias en cada caso concreto. Nótese que si se omitiera la existencia de la referida prueba, podría el juez de tutela conferir tratamientos iguales a las situaciones concretas que impliquen una diferencia médica sustancial o viceversa. Por lo anterior, el cargo formulado, en lugar de ser un verdadero ataque de inexequibilidad, resulta ser un auténtico coadyuvante de la necesidad constitucional de la medida adoptada.

En suma, el Ministerio Público estima que la norma acusada es constitucional pues maximiza el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia de la población discapacitada mental, no vulnera el debido proceso, ni incurre en tratos discriminatorios para tales sujetos de especial protección constitucional.
4. Conclusión

Por las razones expuestas, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional que declare EXEQUIBLE el aparte demandado del artículo 14 de la Ley 1306 de 2009.
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación

GMR/DFFM
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